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PREGUNTA ASIGNADA: A.6. ¿Qué modelo de financiamiento se debe establecer para garantizar el derecho a la educación y romper con la subvención a la demanda?
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	A.6. 
	Existe un consenso en el grupo de trabajo de que el modelo de financiamiento basado en la subvención estatal de la demanda se contrapone al objetivo primordial de garantizar el derecho a una educación de calidad a todos/as los niños/as y jóvenes del país. Se considera que el sistema voucher de financiamiento ha generado una lógica excluyente basada en la competitividad, contrario a los principios de igualdad y colaboración propios de un modelo educacional incluyente y consciente del valor de la diversidad. 
Por ello, se declara que el único criterio basal para el financiamiento público de la educación escolar es la cobertura de los factores que aseguren en cada contexto educativo una educación de calidad. No obstante, en la discusión se reitera que una mayor provisión de recursos estatales no asegura de forma mecánica la mejora en la calidad educativa. En este sentido, es importante que, de forma paralela, se levante una información clara y concreta respecto a las necesidades de cada uno de los establecimientos educacionales, que reporte sus particularidades respecto a contexto, perfil de la comunidad educativa y el proyecto educativa.

Asimismo, la efectividad y legitimidad del sistema de financiamiento dependerá de la existencia de una institucionalidad supervisora y rendidora de cuentas que asegure la transparencia del uso de los recursos públicos, la instauración de una cultura administrativa en función de la probidad, y la apertura de la discusión del financiamiento educacional a las comunidades escolares. 
	Un punto que generó diferencias de apreciación fue la implicancia de la transformación del modelo de financiamiento en la relación entre la educación pública, la educación particular subvencionada y la educación privada. En algunas opiniones, el énfasis se centró en el aseguramiento de una igualdad de oportunidades de accesos a una educación de calidad en base a la extensión de la matrícula del sistema escolar público, dado que la actual desigualdad en la calidad educativa de los establecimientos no permite una real “libertad de elección” por parte de todas las familias de proyectos educativos afines a sus expectativas. Por otra parte, se instaló la idea de la “libertad de enseñanza” en la forma que la extensión del financiamiento público de la educación escolar no implique una estandarización de sus principios y mecanismos de implementación pedagógica, sino que, por el contrario, asegure la presencia de una mayor diversidad de proyectos educativos en el sistema escolar.
	A partir de la discusión se puede inferir que la discusión en torno al financiamiento público del sistema educacional traspasa lo netamente económico, ya que una mayor injerencia estatal en el sostenimiento material de las escuelas también implica un mayor sentido de lo público y de la democratización de oportunidades de aprendizaje en cuanto a la implementación del currículum y de la operacionalización de los proyectos educativos de las escuelas. 
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